


















































































































ANEXO 

1. RELACIÓN DE ENTIDADES A LAS OUE SE LES CONCEDE AUDIENCIA 

Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE) 
Confederación de Empresarios de Andalucía 
Sindicato UGT 
Sindicato Comisiones Obreras (CCOO) 
Sindicato CSI-CSIF 
SATSE 
Sindicato Medico Andaluz 
USAE: Unión Sindical de Auxiliares de Enfermería 
Confederación Empresarial de Oficinas de Farmacias de Andalucía (CEOFA) 
Consejo Andaluz de Colegios de Farmacéuticos 
Consejo Andaluz de Colegios Oficiales de Veterinarios 
Colegio Oficial de Biólogos de Andalucía 
Consejo Andaluz de Colegios Oficiales de Médicos 
Consejo Andaluz de Enfermería 
Consejo General de Colegios de Diplomados en Trabajo Social y Asistentes Sociales 
Colegio Oficial de Psicología de Andalucía Occidental 
Colegio Oficial de Psicología de Andalucía Oriental 
Consejo Andaluz de Colegios Oficiales de Dentistas 
Colegio Profesional de Fisioterapeutas de Andalucía 
Colegio Profesional de Podólogos de Andalucía 
Consejo Andaluz de Colegios Oficiales d~ Arquitectos 
Consejo Andaluz de Colegios de Aparejadores, Arquitectos Técnicos e Ingenieros de 
Edificación 
Consejo Andaluz de Colegios de Abogados 
Colegio Profesional de Protésicos Dentales de Andalucía 
Colegio Nacional de Opticos-Optometristas de Andalucía 
Colegio Oficial de Logopedas de Andalucía 
Confederación de Sociedades Científicas de España (COSCE).Consejo Superior de 
Investigaciones Científicas 
Sociedad Española de Salud Pública y Administración Sanitaria (SESP AS) 
Sociedad Andaluza de Medicina Familiar y Comunitaria (SAMFYC) 
Sociedad Española de Epidemiología (SEE) 
Sociedad Española de Diabetes (SED) 
Sociedad Española de Fertilidad (SEF) 
Sociedad Andaluza de Ginecología y Obstetricia (SAGO) 
Sociedad Española de Inmunología (SEl) 
Sociedad de Pediatría de Andalucía Occidental y Extremadura (SPAOYEX) 
Sociedad de Pediatría de Andalucía Oriental (SPAO) 
Asociación de Pediatras de Atención Primaria de Andalucía (APAPANDALUCIA) 
Asociación Andaluza de Enfermería Comunitaria (ASANEC) 
Asociación de Técnicos de Educación para la Salud 
Asociaci.ón de Técnicos de Sanidad Ambiental 
'As'Jci!lciéinAndaluza de Hemofilia (ASANHEMO) 
As()cialción Española de Genética Humana (AEGH) 
Fecleralciém de Asociaciones Andaluzas de Mayores (FOAM) 
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Confederación Andaluza de Federaciones de Familiares de Enfermos de Alzheimer y 
Otras Demencias (CONFEAFA) 
Cruz Roja Española 
Federación Andalucía Acoge 
Confederación Andaluza de Organizaciones de Personas con Discapacidad Intelectual 
(FEAPS) 
Confederación Andaluza de Personas con Discapacidad Física y Orgánica (CANF­
COCEMFE) 
Federación Autismo Andalucía 
Once Delegación Territorial Andalucía 
Federación Andaluza de Asociaciones de Personas Sordas (F AAS) 
Federación Andaluza de Asociaciones de Padres y Amigos del Sordo (F AP AS) 
Federación Andaluza de Asociaciones Síndrome de Down (DOWN ANDALUCÍA) 
Federación Andaluza de Familiares y Personas con Enfermedad Mental (FEAFES 
ANDALUCÍA) 
Fundación Pública Andaluza para la Integración Social de Personas con Enfermedad 
Mental (F AISEM) 
Federación Andaluza de Asociaciones de Usuarios/As Salud Mental "En Primera 
Persona" 
Asociación para la Promoción de la Mujer con Discapacidad. LUNA SEVILLA 
Federación de Asociaciones de Esclerosis Múltiple de Andalucía (FEDEMA) 
Federación Andaluza de Asociaciones de Lesbianas y Gays Colegas 
Federación de Asociaciones para la Defensa de la Sanidad Pública (FADSP) 
Asociación de Economía de la Salud (AES) 
Asociación Andaluza de Gays, Lesbianas, Bisexuales y Transexuales (NOS) 
Asociación de Transexuales de Andalucía (ATA) 
Federación Andaluza de Parkinson (FANDEP) 
Federación Andaluza de Asociaciones de Ataxia 
Federación Andaluza de Enfermedades Raras (FEDER ANDALUCIA) 
Federación Andaluza de Asociaciones de Diabéticos (F ADIAN) 
Federación Andaluza de Asociaciones de Laringectomizados (FAAL) 
Federación Andaluza de Asociaciones ALCER 
Federación Andaluza de Hermandades de Donantes de Sangre 
F armaindustria 
Asociación Nacional de Audioprotesistas de España (ANA) 
Sociedad Andaluza de Ortesistas y Protesistas (SADOP) 
Asociación de Empresas del Sector Medioambiental de Andalucía (AESMA) 
Asociación Médicos del Mundo 
Asociación Pro-Derechos Humanos en Andalucía 
Asamblea de Mujeres de Granada 
Federación Mujeres Progresistas de Andalucía 
Federación Andaluza de Fibromialgía y SFC 
Federación de Asociaciones de Celiacos de Andalucía. Asociación Provincial de 
Celiacos de Sevilla (ASPROCESE) 
Federación de Asociaciones de Enfermos del Corazón (FAECO) 
AESLEME - Asociación para el Estudio de la Lesión Medular 
Asociación Española de Investigación sobre el Cáncer (ASEICA) 
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11. RELACIÓN DE ORGANISMOS A LOS OUE SE SOLICITA INFORME 

Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía 
Consejo de Consumidores y Usuarios de Andalucía 
Consejo Económico y Social 
Instituto Andaluz de la Mujer. Consejería de Igualdad y Políticas Sociales 
Consejo Consultivo de Andalucía 
Consejería de Igualdad y Políticas Sociales. Dirección General de Infancia y Familia 
Consejo Andaluz de la Juventud 
Consejo Andaluz de Universidades. Consejería de Empleo, Empresa y Comercio 
Consejo Andaluz de Gobiernos Locales. Consejería de la Presidencia y Admón. Local 
Consejería de la Presidencia y Administración Local 
Consejería de Economía y Conocimiento 
Consejería de Hacienda y Administración Pública 
Consejería de Educación 
Consejería de Igualdad y Políticas Sociales 
Consejería de Empleo, Empresa y Comercio 
Consejería de Fomento y Vivienda 
Consejería de Turismo y Deporte 
Consejería de Cultura 
Consejería de Justicia e Interior 
Consejería de Agricultura, Pesca y Desarrollo Rural 
Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio 
Consejo Andaluz de Cámaras de Comercio, Industria y Navegación 
Servicio Andaluz de Salud 
Agencia Pública Empresarial Sanitaria Cósta del Sol 
Agencia Pública Empresarial Sanitaria Hospital de Poniente 
Agencia Pública Empresarial Sanitaria Alto Guadalquivir 
Agencia Pública Empresarial Sanitaria Bajo Guadalquivir 
Empresa Pública de Emergencias Sanitarías 
Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía 
Agencia de Defensa de la Competencia 
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JUnT1\ U[ 1\nU1\lUCl1\ CONSEJERíA DE HACIENDA Y ADMINISTRACiÓN PUBUCA 
Dirección General de Presupuestos 

Sevilla, 22 de julio de 2016 
Su referencia: So LE.F. Fe/lA R.S.221 / 16 
Nuestra referencia : 51 21/2015 
Asunto: Informe Anteproyecto Ley Garantías y 
Sostenibilidad del SSPA 

CONSEJERíA DE SALUD 
Secretaría General Técnica 
Avda. de Hytasa, 14 
Edificio Junta de Andalucía 
41071 SEVILLA 

De conformidad con lo establecido en el Decreto 162/2006, de 12 de septiembre, por el que se 
regulan la memoria económica y el informe en las actuaciones con incidencia económico-financiera, 
esa Consejería de Salud solicita a esta Dirección General de Presupuestos, la emisión del Informe 
económico-financiero relativo a la propuesta de Anteproyecto de Ley de Garantías y Sostembilidad 
del Sistema Sanitario Público de Anda/ucía. 

Tramitación de la documentación: 

La solicitud se realiza mediante escrito con número de registro de entrada 2033/29390, de fecha 5 
de agosto de 2015, al que se adjunta copia del Anteproyecto de Ley, la memoria funcional y 
económica, regulada en el artículo 2.2 del referido Decreto 162/2006, así como certificado del 
Secretario General Técnico de la Consejería de Salud de que el Anteproyecto de Ley tiene una 
incidencia económico-financiera igual a cero (en sustitución de los Anexos I a IV del Decreto 
22/1985). 

Analizada la documentación remitida, mediante oficio de fecha 19 de octubre de 2015, este centro 
directivo requiere que se aporte nueva memoria en la que conste una valoración económica de las 
actuaciones, políticas y medidas reguladas en el Anteproyecto que pudieran tener incidencia en el 
Presupuesto de la Junta de Andalucía. 

En respuesta a este requerimiento, con fecha 26 de febrero de 2016 se recibe oficio con un nuevo 
borrador del Anteproyecto de Ley, acompañado de nueva memoria funcional y económica. Desde 
entonces se han ido recibiendo sucesivas versiones, tanto del borrador del Anteproyecto como de la 
memoria, en adaptación a las observaciones que se han ido formulando desde este centro directivo, 
fundamentalmente en aras de garantizar la sostenibilidad del Sistema Sanitario Público de Andalucía 
(SSPA) en el marco de estabilidad presupuestaria y equilibrio económico financiero establecido en la 
Ley de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. La última versión, que corresponde al 
día 19 de julio, es la que se informa. 

\j Juan A de Vizarrón EdiL Torretriana. 41092 Sevilla Telf. 955064817 Fax: 
955064820 Correo-e: dgpresupuestos registro chap@juntadeandalucia es 
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Antecedentes: 

CONSEJERíA DE HACIENDA Y ADMINISTRACiÓN PUBLICA 
Dirección General de Presupuestos 

El derecho a la protección de la salud está reconocido en España en la norma fundamental de 
nuestro ordenamiento jurídico: la Constitución de 1978, que en su artículo 43 establece además la 
atribución de competencias a los poderes públicos para organizar y tutelar la salud pública a través 
de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. 

Por su parte, el artículo 55 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, confiere a la comunidad 
Autónoma competencia exclusiva sobre organización, funcionamiento interno, evaluación, inspección 
y control de centros, servicios y establecimientos sanitarios. Asimismo, también corresponde a la 
Comunidad Autónoma la competencia compartida en materia de sanidad interior, la ordenación y 
ejecución de las medidas destinadas a preservar, proteger y promover la salud pública en todos lo 
ámbitos, la sanidad ambiental, el régimen estatutario y la formación del personal, así como la 
formación sanitaria especializada y la investigación científica. 

En la Comunidad Autónoma de Andalucía, la configuración legal del derecho a la protección de la 
salud se concreta en dos leyes: la Ley 2/1998, de 15 de junio, de Salud de Andalucía, y la Ley 
16/2011, de 23 de diciembre, de Salud Pública de Andalucía. 

Con el Anteproyecto de Ley que se informa, según se indica en la memoria, la Junta de Andalucía 
pretende fortalecer los instrumentos para asegurar a los ciudadanos, hombres y mujeres en 
Andalucía, las prestaciones y servicios del mismo, facilitando su adaptación a la aparición de nuevos 
avances tecnológicos y terapéuticos y fortaleciendo el carácter público de las políticas de salud, 
como garantía de los valores del propio sistema, así como las condiciones de equidad en el acceso 
para toda la población. 

Objeto del Anteproyecto de Ley: 

Como se pone de manifiesto en la Exposición de Motivos, el abordaje de la Ley para garantizar 
'~ . ./os valores y la sostenibilidad del SSPA, se realiza profundizando en aspectos tales como el 
establecimiento de los valores en que se ha de basar dicha sostembilidad, la forma del financiar 
el Sistema; el modelo de gobernanza,· las medidas de gestión que hagan al Sistema más eficaz, 
de más calidad y más eficiente; así como las que garanticen los valores en que se asienta el 
Sistema; las de respeto al Medio Ambiente; y las que consoliden y faciliten una gestión adecuada 
del conocimiento. '~ 

En este sentido, en el artículo 1 del anteproyecto se regula el objeto de la ley, que se concreta en: 
garantizar la sostenibilidad del SSPA, asegurando los principios de universalidad, equidad, 

(/.Juan A de Vi7.arrón Edir Torretriana 41092 Sevilla Telf 9550648) 7 Fax: 
955064820 Correo-e: dgpreSufJuEstos registro,chap(¡vjuntadeandalucia,es 
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JUl1TR D[ Rl1DR1UC1R CONSEJERíA DE HACIENDA Y ADMINISTRACiÓN PUBUCA 
Dirección General de Presupuestos 

solidaridad social e igualdad efectiva en el acceso a sus prestaciones, y con los contenidos 
mínimos, establecidos por la Leyes, que permitan la atención sanitaria a cualquier persona que 
la necesite, independientemente de sus circunstancias sociales o económicas. 

Con esta Ley, se pretende desarrollar un auténtico contrato social, mediante el cual todos los 
agentes participantes del SSPA contribuyan a la consolidación y fortalecimiento del propio 
sistema, considerando los efectos que unas políticas de salud eficaces y un sistema sanitario 
eficaz y eficiente pueden generar sobre la economía andaluza y sobre la salud de las personas. Y 
todo ello, garantizando el mantenimiento y funcionamiento de los servicios que integran el SSPA y 
haciendo perdurables en el tiempo estos beneficios a la sociedad. 

Junto a esta garantía de perdurabilidad, el Anteproyecto de Ley, dando respuesta a la primera 
parte de la rúbrica del mismo, garantiza el sostenimiento de sus principios y su aplicación por el 
conjunto de entidades que conforman el SSPA; los derechos de las personas en relación al SSPA 
y más concretamente la garantía del derecho de las personas al acceso a la cartera de servicios, 
así como la universalidad de la asistencia. 

De otra parte, la sostenibilidad del SSPA se realiza teniendo en cuenta la perspectiva económica, 
social, ambiental y de conocimiento, se efectúa por tanto, desde una visión global de la 
sostenibilidad y se sustenta en valores tales como la equidad en todos los ámbitos de actuación 
del SSPA, la solidaridad para favorecer la cohesión social, la gestión pública, la gestión 
socialmente responsable, el diálogo, la participación del personal en la gestión de los recursos, la 
participación de la sociedad y los grupos de interés, la eficiencia social, la calidad, la 
responsabilidad profesional y social por el uso adecuado de los recursos sanitarios, entre otros. 

Para ello, como especial novedad, destaca el establecimiento, en su artículo 11, de una 
Estrategia del SSPA que será elaborada por la Consejería competente en materia de salud y 
elevada al Consejo de Gobierno para su aprobación, y que abarcará un plazo de ejecución de 
cuatro años. Esta Estrategia contendrá las líneas directrices del SSPA durante su período de 
vigencia, los recursos humanos y materiales, la estrategia en materia de formación, así como en 
investigación y formación, la financiación, los resultados de salud esperados. 

Junto a ello, el Anteproyecto también prevé la elaboración de una Estrategia de investigación e 
innovación en salud, así como la aprobación de dos planes: 

- Plan Estratégico de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones del SSPA 

- Plan de Formación 

y todo ello, teniendo en cuenta que el SSPA buscará en sus actuaciones el mayor grado de 
eficiencia, priorizando la obtención de resultados en salud con una asistencia sanitaria adecuada 
al menor coste, mejorando la calidad de las políticas y actuaciones, y estableciendo estrategias 
que mejoren el desarrollo profesional potenciando una mayor eficiencia del sistema, 

C/JuanA de Vizarrón. Edif. Torret riana 41092Sevi/la Telr 9550648 IlFax: 
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JUnTR D[ RnDR1UC1R CONSEJERíA DE HACIENDA Y ADMINISTRACIÓN PUBUCA 
DireccIón General de Presupuestos 

estableciendo procesos de adquisición de bienes y servicios eficientes, y dando un carácter 
estratégico a las TICs en sus diferentes dimensiones. 

Contenido, Evaluación Económico-Presupuestaria y Financiación. 

Estos aspectos se abordan conjuntamente en el apartado 11 de la Memoria Funcional y 
Económica que se aporta. 

. Contenido: La Ley se compone de treinta y seis artículos, estructurados en un título 
preliminar y dos títulos, dos disposiciones adicionales, tres transitorias, una derogatoria y tres 
finales. En el Título Preliminar se contiene el objeto y la determinación de los principios que 
inspiran la Ley. En el Título I están recogidas las garantías del SSPA, dando de esta manera 
respuesta a la primera parte de la rubrica de la Ley, que garantiza la perdurabilidad del mismo, 
el sostenimiento de sus principios, los derechos de las personas en relación con el acceso a la 
cartera de servicios y la universalidad de la asistencia que presta. En el Título 11 se regula la 
sostenibilidad del SSPA, dividiéndose en cinco capítulos: 

• El Capítulo I se dedica a la garantía de la sostenibilidad del SSPA y los valores en que se 
soporta. 

• El Capítulo 11, se dedica a la sostenibilidad económica del SSPA, abordando cuestiones como 
la financiación, los ingresos generados, la compra de bienes y servicios, el uso racional del 
medicamento, las tecnologías sanitarias. 

• El Capítulo 111, regula la sostenibilidad social del SSPA, donde se contempla la dimensión 
social del mismo a través de elementos clave como eficiencia, equidad, solidaridad, calidad 
de los servicios, Bioética, responsabilidad social, globalidad o transparencia. 

• El Capítulo IV, constituye una garantía para la gestión ambiental y energética del SSPA. 

• El Capítulo V, recoge la sostenibilidad del conocimiento en el SSPA, haciendo hincapié en la 
transferencia del conocimiento a la sociedad y a los grupos de interés que interactúan con el 
SSPA, para que, a su vez en estos agentes el conocimiento recibido genere más 
conocimiento que redunde en beneficio de la propia sociedad, en su conjunto, y del propio 
SSPA 

. Evaluación Económico-Presupuestaria y Financiación: En relación a las garantías del 
SSPA, recogidas en el Título Primero del Anteproyecto, se garantiza la perdurabilidad del SSPA, 
sus principios, los derechos de las personas, al acceso a su cartera de servicios y la universalidad 
del sistema. 

Destaca la regulación de la garantía de acceso a'la cartera de servcios de SSPA en el artículo 7, que 
establece en su apartado primero que "Con carácter gener¡j¡, la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
en el marco de sus competencias ... , no establecerá sistemas de copago para las prestaciones de la 
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Dirección General de Presupuestos 

cartera complementaria de servicios que, en su caso, se pueda aprobar'~ y añadiendo en un segundo 
apartado que aún en el caso de que la normativa básica estatal prevea la aportación y/o desembolso 
de los usuarios para alguna de las prestaciones incluidas en la cartera común de servicios del SNS, 
la Comunidad Autónoma arbitrará medidas para minimizar el impacto en la ciudadanía y en ningún 
caso quedará excluida una persona de una prestación asistencial por razones económicas. En este 
punto, la Consejería de Salud, como argumentan en su memoria, no prevé repercusión económica 
en ejercicios futuros, salvo que de la disposición estatal que desarrolle estas medidas pudieran 
derivarse consecuencias económicas. 

Por su parte, en cuanto a la sostenibilidad económica del SSPA, se afirma en la Memoria que ello 
requiere, entre otras cuestiones, la articulación de mecanismos de financiación estables en el seno 
de la Junta de Andalucía que permitan situar el presupuesto sanitario andaluz en una senda de 
sostenibilidad 

Se especifica, además, que las dotaciones presupuestarias con las que cuenta el SSPA para 2016 
son las que se establecen en el Presupuesto aprobado, y que la suficiencia del mismo estará 
determinada por el nivel de ejecución de las actividades que tiene encomendadas por esta Ley, 
acompañado con las medidas de eficiencia del SSPA que se están llevando a cabo en este ejercicio. 

Junto a ello hay que tener en cuenta la Estrategia del SSPA, regulada en el artículo 11, que será 
elevada al Consejo de Gobierno para su aprobación y contendrá los objetivos a alcanzar en materia 
de salud así como las previsiones de gasto en coherencia con los mismos, con un plazo de ejecución 
de cuatro años. Ante ello, hay que destacar que en el apartado tercero del referido artículo se 
especifica que ''Por la Consejería competente en materia de salud se efectuarán evaluaciones 
intermedias y se ajustarán sus previsiones en función de las mismas'~ 

De otra parte, como se ha indicado anteriormente, la sostenibilidad del SSPA se aborda en el 
Anteproyecto de Ley desde otros tres puntos de vistas, de manera que junto a la sostenibilidad 
económica se consideran otras tres perspectivas: social, ambiental, y la sostenibilidad del 
conocimiento, la investigación y la innovación. 

La sostenibilidad social, según se expone en la Memoria, se basa elementos tales como eficiencia, 
calidad, solidaridad, calidad de los servicios, responsabilidad social, globalidad o transparencia y se 
está desarrollando a tarvés de medidas que ya se han puesto en marcha y/o están recogidas en la 
cartera de servicios. 

De otra parte, el compromiso del SSPA con la sostenibilidad ambiental, implica actuaciones en 
materia de eficiencia energética, que ya están recogidas en la Estrategia de gestión Ambiental y 
Energética 2015-2020, afirmándose en la memoria que ''no sólo no supone coste adicional para 
esta Consejería, sino que se prevén importantes ahorros'~ 
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Dirección General de Presupuestos 

Por último, la sostenibilidad del conocimiento, la investigación y la innovación en el SSPA implicará, 
entre otras cuestiones, la aprobación de una Estrategia de InvestigacIón e Innovación en Salud, en el 
ámbito definido por la Estrategia del SSPA. 

• Conclusiones: 

Con relación a los aspectos económicos financieros y presupuestarios de la actuación que se 
informa, este centro directivo realiza las siguientes indicaciones: 

• El desarrollo de las actuaciones definidas en el Anteproyecto de Ley para garantizar la 
sostenibilidad del SSPA deberá ejecutarse en un contexto de eficiencia que no sólo 
garantice la calidad de las prestaciones, sino que vaya acompañado de la adopción de 
tecnologías actualizadas, un mejor desarrollo profeSional, la incorporación de mejoras 
en los sistemas de adquisición de bienes y servicios, y la implantación de nuevas 
tecnologías de la información y comunicación que permitan un mayor grado de 
eficiencia del SSPA. 

• En lo que respecta a la financiación, el coste de las actuaciones que derivan de este 
Anteproyecto deberá estar contemplado dentro de los créditos consignados en el 
Anteproyecto del estado de gastos de la Consejería de Salud que se apruebe cada año, 
que estará sometido al cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y 
de equilibrio económico financiero contenidos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. 

Finalmente, se recuerda que, en caso de que el texto de la propuesta de actuación fuera objeto de 
modificaciones o desarrollo posterior, que afectasen a su contenido económico-financiero, y por 
tanto, a la memoria económica analizada anteriormente, será necesario remitir una memoria 
económica complementaria que contemple el análisis económico-financiero de los cambios 
realizados. 

Lo que se informa a los efectos oportunos. 

DIRECCiÓN 
(P. S. 

LAS 
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07/80/2016

INFORME AL ANTEPROYECTO DE LEY DE GARANTÍAS Y SOSTENIBILIDAD DEL SISTEMA
SANITARIO PÚBLICO ANDALUZ.

Se ha recibido  para informe el  referido  proyecto de  Orden remitido  por  la  Secretaría  General
Técnica de la Consejería de Salud.         

I.-   COMPETENCIA.

 El presente informe se emite en virtud del artículo 33 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la
Administración de la Junta de Andalucía, del artículo 2.c) del Decreto 260/1988, de 2 de agosto, por el
que se desarrollan atribuciones para la racionalización administrativa de la  Junta de Andalucía,  y  del
artículo  15 del  Decreto 206/2015, de 14 de julio,  por  el  que se regula  la  estructura orgánica de la
Consejería de Hacienda y Administración Pública.

Para ello se ha tenido en  en cuenta únicamente el propio anteproyecto de Ley  al no haberse
remitido los demás documentos regulados en el artículo 43 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del
Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

El anteproyecto de ley está compuesto 36 artículos estructurados en un título preliminar y dos
títulos, dos Disposiciones adicionales, tres transitorias, una derogatoria y tres finales.

II.- CONSIDERACIONES GENERALES

Tal y como se indica en el artículo 1, el objeto del anteproyecto es el de garantizar la sostenibilidad
del Sistema Sanitario Público de Andalucía (conjunto de recursos, medios organizativos y actuaciones de
las Administraciones sanitarias públicas de la Comunidad Autónoma o vinculadas a las mismas, orientados
a satisfacer el derecho a la protección de la salud a través de la promoción de la salud, prevención de las
enfermedades y atención sanitaria), asegurando los principios de universalidad, equidad, solidaridad social
e igualdad efectiva en el acceso a sus prestaciones, y con los contenidos mínimos, establecidos por las
leyes, que permitan la atención sanitaria pública a cualquier persona que la necesite.

Se deberían citar correctamente algunas de las referencias normativas aludidas a lo largo del texto
tales así en el artículo 6.c) a la Ley 11/2007, de 26 de noviembre, debería completarse su incluyendo “
“Ley de Genética de Andalucía”  o en el artículo 13.4 en que la Ley 22/2207, de 18 de diciembre, Ley de
Farmacia de Andalucía, que no es citada correctamente 

CONSEJERÍA DE HACIENDA Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
Dirección General de Planificación y Evaluación

FIRMADO POR RAFAEL CARRETERO GUERRA 30/09/2016 PÁGINA 1/2
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III.- CONSIDERACIONES PARTICULARES

Los estatutos de las Agencias Públicas Hospitalarias, en cuanto Agencias Públicas Empresariales,
cumplen la función de determinación de los puestos de carácter directivo según lo dispuesto en el artículo
70,2 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

Estimando  que  debería  existir  igual  mandato  de  concreción  reglamentaria  de  los  puestos  de
carácter directivo de cualquiera de las entidades integrantes del SSPA, se propone añadir al  artículo 26,3)
un nuevo epígrafe con la siguientes redacción:

d) Determinación de los puestos de carácter directivo.

EL DIRECTOR GENERAL DE                                          LA JEFA DEL SERVICIO DE  
PLANIFICACIÓN Y EVALUACIÓN                                 ORGANIZACIÓN Y SIMPLIFICACIÓN

                                                                                         ADMINISTRATIVA.

Fdo: Rafael Carretero Guerra.                                        Fdo. Rosa Mª Cuenca Pacheco.
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VOTO PARTICULAR que, al amparo de los artículos 23 de la Ley 

4/2005, de 8 de abril, del Consejo Consultivo de Andalucía, 

22.1.a) y 60.3 de su Reglamento Orgánico, aprobado por 

Decreto 273/2005, de 13 de diciembre, formula el Consejero 

Sr. Gutiérrez Rodríguez, y al que se adhiere el Consejero 

Sr. Sánchez Galiana, al dictamen del Pleno del Consejo 

Consultivo de Andalucía sobre la “solicitud de dictamen 

formulada por la Consejería de Salud, relativa al 

Anteproyecto de Ley de garantías y sostenibilidad del Sistema 

Sanitario Público de Andalucía”. 

 

 

El Anteproyecto de Ley de garantías y sostenibilidad 

del Sistema Público de Andalucía incluye en su articulado 

diversas cuestiones de alta conflictividad jurídica sobre 

las que el dictamen aprobado por la mayoría nada -o muy poco- 

dice. Y no lo dice porque dicha mayoría ha eliminado del 

texto finalmente aprobado, de manera sistemática, todas 

aquellas consideraciones que figuraban en la primera versión 

de la Ponencia que fue distribuida a los miembros del Pleno, 

y que contaban con el respaldo técnico del Letrado Mayor del 

Consejo, que hubieran abocado, lisa y llanamente, a la 

Administración autonómica andaluza a tener que replantearse, 

no sólo el presente Anteproyecto de Ley, sino los que han 

sido hasta ahora caballos de batalla frente a la política 

sanitaria del Gobierno de la Nación: atención sanitaria plena 

a todos los extranjeros sin autorización de residencia, 

copago sanitario y subasta de medicamentos. 
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1.- Carácter programático de la norma 

 

Así, aunque en el dictamen sigue figurando una 

observación en la que se censura el carácter eminentemente 

programático de la norma, en detrimento de su virtualidad 

jurídica, (1.- Observación general en relación con la 

concepción del Anteproyecto de Ley y el efectivo alcance de 

su articulado; aspectos que han llevado a calificarlo en 

diferentes momentos de la tramitación como disposición 

“programática”), se ha eliminado la calificación de dicha 

observación como observación de técnica legislativa 

reforzada, para pasar calificarse sólo como observación de 

técnica legislativa simple. 

 

La importancia de dicha rebaja radica en que en las 

conclusiones del dictamen tal observación figura ahora en el 

apartado B), que establece que “Por las razones expuestas en 

cada una de ellas, se formulan además, las siguientes 

observaciones de técnica legislativa:”, mientras que si se 

hubiese mantenido la calificación inicial hubiese figurado 

en el apartado A) “Por las razones que se indican deben 

atenderse las siguientes objeciones de técnica legislativa”. 

 

Es decir, con ese simple cambio, el Consejo Consultivo 

ya no le está diciendo a la Administración autonómica que 

deba atender necesariamente -a pesar del carácter no 

vinculante del dictamen- la observación que censura el 
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carácter programático del Anteproyecto, lo que le va a 

permitir a ésta mantenerlo con su redacción actual sin 

ninguna consecuencia. En cambio, si no se hubiese producido 

dicha rebaja de la calificación, la Administración debería 

haberse replanteado por completo su contenido al tratarse de 

una observación general y no de un precepto concreto. 

 

Además, aunque la observación -rebajada- se ha 

mantenido, se han eliminado de la misma determinados párrafos 

que evidenciaban la magnitud de la anomalía que se está 

denunciando. De este modo, tras decir el dictamen en esa 

primera observación que “Una visión de conjunto de la 

disposición legal proyectada permite apreciar, ciertamente, 

que su contenido es programático en muchos aspectos, como 

revela la terminología empleada en su redacción y su escaso 

grado de concreción”, se ha suprimido un párrafo que afirmaba 

lo siguiente: 

 

“Ejemplo de lo que se acaba de señalar y de la confusión 

que puede generar el Anteproyecto de Ley, es el oficio 

que remite la Agencia de Defensa de la Competencia de 

Andalucía a la Consejería de Salud (pág. 1.427 del 

expediente remitido a este Consejo Consultivo), 

expresando que se trata de “una norma de corte 

eminentemente programático que no regula directamente 

un sector económico o mercado en el que actúen 

operadores económicos o empresas y, por ende, no reviste 

incidencia sobre los aspectos que pueden motivar la 

emisión del informe preceptivo de normas, esto es, la 

competencia efectiva en los mercados, en la unidad de 

mercado o en las actividades económicas”. Por dicha 

razón, la Agencia de Defensa de la Competencia de 

Andalucía no considera preciso emitir el informe 

previsto en el citado 3.i) de la Ley 6/2007, de 26 de 
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junio, de Promoción y Defensa de la Competencia de 

Andalucía”. 

 

Asimismo, tras recordar el dictamen que “Del mismo modo 

que se indicó en el dictamen 573/2010, también en este caso 

deberían eliminarse los preceptos de baja intensidad, 

duplicación (aunque no lo sea en sentido estricto), inclusión 

de cláusulas superfluas y todo aquello que no sea necesario 

para fijar directrices y pautas de actuación que orienten 

eficazmente la acción del Gobierno, pues de lo contrario no 

sólo se contribuirá a la inflación normativa, sino que 

propicia el fenómeno de desustantivación de las leyes”, 

continuaba señalando: 

 

“algo que merecería un juicio especialmente negativo 

cuando se pretenden regular las garantías y la 

sostenibilidad del Sistema Público de Salud de 

Andalucía.  

 

Estas consideraciones van más allá de la 

descripción de un problema de técnica normativa, y de 

la simplificación exigible al Anteproyecto de Ley desde 

la óptica de los principios de buena regulación 

previstos en el artículo 129 de la Ley 39/2015 e ínsitos 

también en el artículo 43 de la Ley 6/2006 (entre ellos 

los de necesidad y proporcionalidad). En efecto, el 

Anteproyecto de Ley debe evitar un error de concepto, 

que ya ha sido advertido en anteriores ocasiones por 

este Consejo Consultivo, evitando la inclusión de lo 

que ya está contenido o resulta deducible de normas de 

rango superior, pues de otro modo la ley proyectada 

pierde en autoridad y estima social, y el legislador 

confunde su papel con el que ya desempeñó el poder 

estatuyente. Esta confusión de planos se evidencia, 

entre otros, en el artículo 32, apartado 1, del 

Anteproyecto de Ley, en el que se dispone lo siguiente: 
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“La Comunidad Autónoma de Andalucía, a través de la 

Consejería competente en materia de salud, invertirá en 

la investigación multidisciplinar en biomedicina y 

ciencias de la salud y en innovación, conforme a lo que 

se determine en la planificación general de la 

investigación en Andalucía”. Tal y como está redactado 

dicho apartado, parece que el legislador adoptara el 

papel de estatuyente, refiriéndose a la Comunidad 

Autónoma, y no a la Administración de la Junta de 

Andalucía.  

 

Por las razones expresadas se recomienda a la 

Consejería consultante realizar un replanteamiento 

profundo sobre el contenido del Anteproyecto de Ley, 

que debería quedar acotado a todo aquello que tiene 

directa conexión con el objeto confesado en su título, 

es decir, las garantías y sostenibilidad del Sistema 

Sanitario Público de Andalucía, evitando reiteraciones 

de enunciados que tienen su propia sede normativa, o 

normas superfluas sin verdadero contenido prescriptivo. 

En este contexto, el Consejo Consultivo echa en falta 

un mayor desarrollo en lo que concierne a los deberes 

de los usuarios del Sistema Sanitario Público de 

Andalucía, sin los cuales difícilmente puede 

garantizarse la sostenibilidad, pues no hay derechos 

sin deberes y el Estatuto de Autonomía, a diferencias 

de otras disposiciones estatutarias, presta una mayor 

atención a esta cuestión, contemplando, entre otros 

deberes, la obligación de todas las personas de hacer 

un uso responsable y solidario de las prestaciones y 

servicios públicos y colaborar en su buen 

funcionamiento, manteniendo el debido respeto a las 

normas establecidas en cada caso, así como a los demás 

usuarios y al personal encargado de prestarlos [art. 

36.1.e)]; obligaciones que corresponde desarrollar al 

legislador andaluz sin perjuicio de los deberes 

constitucionalmente establecidos”. 

 

 

Como se puede comprobar, nada hay en dichos párrafos 

que no responda a la realidad, y su inclusión está plenamente 
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justificada, desde el punto de vista de la técnica 

legislativa y los principios de buena regulación previstos 

en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas, que tiene carácter básico en esta materia. Por 

tanto, los párrafos eliminados en absoluto pueden 

calificarse como afirmaciones en la que se contengan meros 

juicios de oportunidad política sobre la norma, pues se 

basan, y así además se justifica, en principios normativos 

actualmente vigentes. 

 

 

2.- Atención a extranjeros sin tarjeta de residencia 

 

El texto aprobado por la Ponencia -aunque con la opinión 

contraria de una de sus integrantes-, y distribuido a los 

miembros del Pleno como proyecto de dictamen para su debate 

y votación, abordaba de manera precisa y detenida el concepto 

de universalidad de las prestaciones sanitarias y si el 

Anteproyecto podía o no reconocer el derecho a la asistencia 

sanitaria por el Sistema Sanitario Público de Andalucía a 

los extranjeros no registrados ni autorizados como 

residentes en España, con vecindad administrativa en 

Andalucía. Estas cuestiones, que han sido objeto de amplio 

tratamiento y discusión en los distintos informes que figuran 

en el expediente de elaboración de la norma, brillan sin 

embargo por su ausencia en el dictamen aprobado por la 
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mayoría, en el que, pese a la trascendencia del asunto, nada 

se dice al respecto. 

 

No hay en el dictamen ningún comentario ni observación 

sobre la modificación del artículo 3 de la Ley 2/1998, de 15 

de junio, de Salud de Andalucía, ni sobre las previsiones de 

este Anteproyecto en relación con la “atención sanitaria 

pública a cualquier persona que la necesite” (artículo 1); 

ni con la garantía de los derechos sanitarios a “todas las 

personas en Andalucía” (artículo 6); ni con la garantía de 

la asistencia sanitaria a “las personas titulares de los 

derechos definidos en el artículo 3, de la Ley 2/1998, de 15 

de junio” (artículo 8) en la nueva redacción que le da este 

anteproyecto normativo. 

 

Ninguna referencia existe en el Fundamento Jurídico III 

a lo expresado por este Consejo Consultivo de Andalucía en 

su dictamen 575/2012 y que como se verá a continuación era 

obligado traerlo a colación a este caso. 

 

Y tampoco existe referencia en el dictamen a la reciente 

sentencia del Tribunal Constitucional 139/2016, de 21 de 

julio, que resuelve el recurso de inconstitucionalidad 

interpuesto por el Parlamento de Navarra en relación con 

diversos preceptos del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de 

abril, de medidas urgentes para garantizar la sostenibilidad 

del Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad y 
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seguridad de sus prestaciones, en la que el Alto Tribunal 

aborda, entre otras cosas, esta misma cuestión. 

 

Pero no existen estas referencias en el dictamen no por 

un desconocimiento u olvido de los miembros del Pleno -ya 

que figuraban todas ellas en el texto aprobado por la 

Ponencia-, sino simplemente porque la mayoría ha preferido 

eliminarlas y no incluir nada en su lugar. Por la sencilla 

razón de que de lo contrario el dictamen se hubiese visto 

abocado, de manera irremediable, a considerar que lo 

pretendido por el Anteproyecto de Ley que ahora nos ocupa es 

claramente inconstitucional. 

 

Una lectura detenida de los párrafos introductorios que 

figuraban al comienzo del Fundamento Jurídico III y que han 

sido eliminados no permite llegar a otra conclusión: 

 

“Tal y como ha señalado el Consejo Consultivo 

(dictamen 575/2012), la relevancia del derecho del 

artículo 43 de la Constitución dispensa de abundar en 

la notoria vinculación que presenta con la cláusula del 

Estado social y democrático de Derecho del artículo 1 

de la Constitución Española y con el compromiso jurídico 

que incumbe a todos los poderes públicos de promover 

las condiciones para que la libertad y la igualdad del 

individuo y de los grupos en que se integra sean reales 

y efectivas y remover los obstáculos que impidan o 

dificulten su plenitud (art. 9.2 CE). En todo caso, 

dicha vinculación debe ser justamente valorada, en la 

medida en que, como ha declarado el Tribunal 

Constitucional, la proclamación del artículo 1.1 de la 

Constitución es la afirmación de un principio que se 

ajusta a una realidad propia del mundo occidental de 



 

                                                                                 Francisco José Gutiérrez Rodríguez 
                                                                                                                         Consejero 

 CONSEJO CONSULTIVO  

 
                     

 

9 

 

nuestra época, y que trasciende a todo el orden jurídico 

(STC 18/1984, de 7 de febrero). 

 

Sin perjuicio de lo anterior, la regulación 

proyectada ha de ajustarse a lo previsto en el Estatuto 

de Autonomía de Andalucía y debe cohonestarse con las 

determinaciones básicas que en este mismo ámbito y con 

el propósito de garantizar la sostenibilidad del 

Sistema Nacional de Salud, han sido adoptadas por el 

legislador estatal. A este respecto, nos remitimos al 

extenso análisis realizado por este Consejo Consultivo 

en el dictamen 575/2012 (relativo al recurso de 

inconstitucionalidad contra determinados artículos del 

Real Decreto-Ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas 

urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema 

Nacional de Salud y mejorar la calidad y seguridad de 

sus prestaciones), cuyo tercer fundamento jurídico 

aborda el reconocimiento del derecho a la protección de 

la salud y la vocación de universalización del acceso 

a la asistencia sanitaria.  

 

Tal y como se destaca en dicho dictamen, dicho 

derecho es uno de los principales estandartes del Estado 

Social, si bien es cierto que el constituyente no ha 

prefigurado un contenido prestacional que el legislador 

deba reconocer indeclinablemente a todas las personas, 

sin valorar circunstancias económicas o de otra índole 

que reflejen el alcance de dicho derecho conforme a la 

conciencia social de cada momento histórico. 

 

En esa dirección, el Consejo Consultivo destaca 

que aunque existe un común entendimiento de que el 

artículo 43 de la Constitución Española acoge el 

principio de universalidad del sistema, y así lo 

reconoce el legislador desde 1986 (paralelamente a la 

creación del Sistema Nacional de Salud), dicha 

universalidad de acceso a las prestaciones sanitarias 

se ha articulado de acuerdo con las previsiones legales 

existentes en cada momento, sin que hasta el momento 

haya significado el derecho incondicionado de toda 

persona residente o transeúnte que se halle en España 

a obtener gratuitamente todo tipo de prestaciones 
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sanitarias. Esta interpretación ha sido confirmada por 

la sentencia 139/2016, de 21 de julio (FJ 8). 

 

Como se indica en dicho dictamen, el examen de la 

evolución legislativa que en él se realiza revela la 

confusa relación que en este punto se ha mantenido con 

la condición de beneficiario de la acción protectora de 

la Seguridad Social, a la que se han superpuesto 

coberturas concretas para otros colectivos 

desvinculados de la condición de afiliado o perceptor 

de prestaciones periódicas del sistema de Seguridad 

Social, ya sea por carencia de medios económicos o 

circunstancias de otra índole. No es extraño, en este 

contexto, que la jurisprudencia se haya referido a un 

sistema caracterizado por la limitación de medios y su 

proyección hacia una cobertura de vocación universal 

(SSTS 4ª de 26 abril 1996, 21 diciembre 1995, 13 octubre 

1994 y 16 febrero 1988). 

 

El dictamen 575/2012 subraya que la doctrina viene 

señalando que, en correspondencia con las actuales 

fuentes de financiación, el Sistema Nacional de Salud, 

debería reconocer como titulares del derecho a la 

atención sanitaria pública a todos los ciudadanos 

españoles y a los residentes y contribuyentes fiscales 

en España, así como a los transeúntes y residentes no 

contribuyentes amparados por los convenios 

internacionales, al margen de las prestaciones de la 

Seguridad Social. Quizá –expone dicho dictamen- dicho 

modelo es la meta a la que se debe aspirar, por 

responder a una concepción ideal del derecho de todos 

a la protección de la salud, y con el respaldo de las 

posibilidades reales de un sistema de financiación 

basado en los tributos, y por tanto en la obligación de 

todos de contribuir al sostenimiento de los gastos 

públicos, de acuerdo con su capacidad económica 

mediante un sistema tributario justo inspirado en los 

principios de igualdad y progresividad. 

 

Al examinar la alegada inconstitucionalidad del 

artículo 1, apartado uno, del Real Decreto-Ley 16/2012, 

que modifica el artículo 3 de la Ley 16/2003, de 28 de 
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mayo, de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de 

Salud, estableciendo quiénes gozan de la condición de 

asegurado, el Consejo Consultivo reconoce que la nueva 

regulación de la condición de asegurado del Sistema 

Nacional de Salud supone un giro en la política de 

progresiva extensión de la asistencia sanitaria 

gratuita o bonificada, que se aprecia a partir de la 

creación del Sistema Nacional de Salud y de la gradual 

incorporación como titulares de las prestaciones de 

colectivos a los que no alcanzaba la condición de 

asegurado de la Seguridad Social; un giro en sentido 

restrictivo, aunque el propio preámbulo del Real 

Decreto-Ley se refiere a la vocación universal del 

Sistema Nacional de Salud, y reafirma que el modelo se 

sustenta con base en la financiación pública, en la 

universalidad y la gratuidad de los servicios 

sanitarios, históricamente entendidas con las 

matizaciones ya expuestas, como una meta hacia la que 

el legislador ha caminado paulatinamente, atendiendo a 

circunstancias económicas cambiantes. Esta 

interpretación ha sido confirmada por el Tribunal 

Constitucional en su sentencia 139/2006, de 21 de julio 

(FJ 8). 

 

A este respecto, el Consejo Consultivo afirma en 

su dictamen 575/2012 que la disminución de recursos o 

la multiplicación del gasto sanitario por encima de las 

disponibilidades financieras, pueden justificar medidas 

que redefinan derechos y obligaciones de los titulares 

del derecho a la protección de la Salud, quizá en un 

sentido que objetivamente puede considerarse 

restrictivo con respecto a otras coyunturas y 

regulaciones, pero legítimo y no arbitrario si con ello 

se persigue la salvaguarda del propio Sistema Nacional 

de Salud, que es una de las mayores conquistas del 

Estado Social de Derecho en nuestro país. 

 

Por dichas razones, el Consejo Consultivo descartó 

que la modificación introducida en el artículo 3 de la 

Ley 16/2003 por el artículo 1, apartado uno, del Real 

Decreto-Ley 16/2012, incurra en un vicio de 

inconstitucionalita por un supuesto cambio de modelo 
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que iría en contra de un contenido mínimo o esencial 

ínsito en el artículo 43 de la Constitución.  

 

En este punto, el dictamen destaca que, aunque la 

reforma en cuestión pueda calificarse como estructural 

(así lo asume el preámbulo del Real Decreto-Ley 

16/2012), lo que el Tribunal ha deducido del artículo 

43 de la Constitución es la «exigencia constitucional 

de que exista un sistema normativo de la sanidad 

nacional» que pertenece a todos los españoles y a todos 

se les garantiza por el Estado la igualdad en las 

condiciones básicas para el ejercicio de los mismos 

(STC 32/1983, de 28 de abril, FJ 2) y en este sentido 

mandata a los poderes públicos para que organicen y 

tutelen la salud pública a través de medidas preventivas 

y de las prestaciones y servicios necesarios. 

 

Profundizando en esta cuestión, el referido 

dictamen llega a la conclusión de que el hecho de que 

la norma cuestionada engarce la condición de asegurado 

-con la salvedad de los otros colectivos que en ella se 

mencionan- con el título jurídico que proporciona la 

vinculación con la Seguridad Social bajo las 

modalidades que en el precepto se enuncian, y excluya 

de dicha condición a determinados colectivos y a los 

extranjeros que no gocen de autorización para residir 

en España, puede ser más o menos criticable, pero está 

dentro de las posibilidades de configuración del 

legislador sin quebrantar el mandato que deriva del 

artículo 43 de la Constitución, y ello en la norma salva 

diversas situaciones en las que se garantiza la 

asistencia aun no concurriendo tales requisitos. 

 

En esa línea, el dictamen precisa que dicha opción 

legislativa, sobre cuya bondad no está llamado a 

pronunciarse este Consejo Consultivo, se enmarca además 

en una situación económica grave, en la que los recursos 

financieros son escasos, y por tanto debe considerarse 

legítima, a menos que se pruebe que resulta arbitraria 

y contraria a lo dispuesto en el artículo 53.3 de la 

Constitución. 
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Por último, en este plano, el dictamen 575/2012 se 

detiene en la situación resultante de la regulación 

controvertida para los extranjeros sin autorización de 

residencia, dados los reproches de inconstitucionalidad 

vertidos sobre ella. Tras recordar lo dispuesto en el 

artículo 12 de la primitiva redacción de la Ley Orgánica 

4/2000, de 11 enero, sobre derechos y libertades de los 

extranjeros en España y su integración social, y 

analizar la nueva redacción dada a dicho artículo por 

la disposición final tercera del citado RDL 16/2012, 

que supone un reenvío al artículo 3 de la Ley 16/2003, 

y exige tener en cuenta el nuevo artículo 3 ter de esta 

misma Ley, el Consejo Consultivo señala lo siguiente: 

“dejando a un lado los reproches que el precepto pueda 

merecer por las dificultades prácticas de aplicación 

(los profesionales apuntan el peligro de saturación de 

las Urgencias) o por el entendimiento de que representa 

un paso atrás en relación con la extensión de la 

asistencia sanitaria a los extranjeros en situación 

irregular, lo cierto es que dicha regulación está dentro 

del margen de libre configuración del legislador y se 

atiene a la jurisprudencia constitucional en la 

materia” (SSTC 95/2000 y 236/2007), añadiendo que la 

norma no responde a una opción arbitraria, sino a la 

preservación de bienes o intereses constitucionalmente 

protegidos, observándose la debida proporcionalidad y 

dando cumplimiento a las obligaciones internacionales 

en la materia. La interpretación de este Consejo 

Consultivo resulta avalada por la sentencia del 

Tribunal Constitucional 139/2012 (FJ 10).  

 

En el mismo dictamen, el Consejo Consultivo 

subraya que del artículo 12 del Estatuto de Autonomía 

se colige que los destinatarios de las políticas 

públicas y los titulares de los derechos y deberes 

contenidos en el título I son todas las personas con 

vecindad administrativa en Andalucía, precisando que el 

reconocimiento que el propio Estatuto realiza en el 

artículo 22 del derecho previsto en el artículo 43 de 

la Constitución Española a la protección de la salud 

mediante un sistema sanitario público de carácter 

universal (interpretada la universalidad en el sentido 



 

                                                                                 Francisco José Gutiérrez Rodríguez 
                                                                                                                         Consejero 

 CONSEJO CONSULTIVO  

 
                     

 

14 

 

que se hace en el dictamen 575/2012), no tiene por qué 

colisionar necesariamente con la regulación de la 

condición de asegurado, por las razones que se han 

expuesto extensamente sobre el significado del 

principio de universalidad”. 

 

 

Así pues, teniendo en cuenta lo ya dicho por este 

Consejo Consultivo en su dictamen 575/2012 -que contó con el 

apoyo íntegro en la Comisión Permanente de buena parte de 

quienes ahora no quieren ver reflejadas en éste sus 

pronunciamientos y afirmaciones; quien suscribe formuló 

también en aquella ocasión voto particular, pero en relación 

a otros considerandos del dictamen 575/2012, no a los 

anteriormente relatados-, y lo expresado por el Tribunal 

Constitucional en la STC 139/2016, el dictamen debería haber 

mantenido la observación que el texto sometido a debate 

incluía y que era, además, calificada como observación contra 

legem; calificación que este Consejo reserva, cuando 

dictamina Anteproyectos de Ley, para aquellos casos en los 

que aprecia una vulneración de la Constitución o del bloque 

de la constitucionalidad. 

 

Vale la pena, por tanto, reproducir íntegramente la 

observación eliminada por la mayoría, porque alertaba de 

manera profundamente motivada de la inconstitucionalidad en 

la que incurre el Anteproyecto de Ley de garantías y 

sostenibilidad del Sistema Sanitario Público de Andalucía en 

relación con la cuestión que ahora nos ocupa: 
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“4.- Artículos 1, 6, apartado 1, y 8, en relación con 

la redacción dada al artículo 3 de la Ley de Salud de 

Andalucía por la disposición final primera del 

Anteproyecto de Ley.  

 

Según el artículo 1, la ley “tiene por objeto 

garantizar la sostenibilidad del Sistema Sanitario 

Público de Andalucía (en adelante SSPA), entendido éste 

en los términos previstos en el artículo 43 de la Ley 

2/1998, de 15 de junio, de Salud de Andalucía, 

asegurando los principios de universalidad, equidad, 

solidaridad social e igualdad efectiva en el acceso a 

sus prestaciones, y con los contenidos mínimos, 

establecidos por las leyes, que permitan la atención 

sanitaria pública a cualquier persona que la necesite”. 

 

En principio, el inciso “cualquier persona que la 

necesite” no admite reproche alguno siempre que se 

entienda como expresión del principio de universalidad 

en el acceso, del modo en que lo hace el Tribunal 

Constitucional, esto es, teniendo en cuenta que «la 

universalidad, en lo que significa como derecho de 

acceso y la correlativa obligación de los servicios 

sanitarios del Sistema Nacional de Salud de atender a 

los usuarios que reclaman atención sanitaria, no puede, 

en suma, confundirse con un derecho a la gratuidad en 

las prestaciones y los servicios sanitarios» (STC 

139/2016,FJ 8).  

 

Sin embargo, dicho inciso debe ponerse en conexión 

con lo previsto en los artículos 6, apartado 1, y 8 del 

Anteproyecto de Ley, los cuales remiten al artículo 3 

de la Ley de Salud de Andalucía. Este artículo ve 

modificada su redacción por la disposición final 

primera del Anteproyecto de Ley y en ella se opta, según 

subraya el informe del Gabinete Jurídico, por “la 

proclamación de la universalidad en los términos más 

amplios posibles en cuanto a sus beneficiarios”. 

 

Para comprender el alcance de la novedad que se 

introduce en esta materia transcribimos a continuación 
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la redacción del artículo 3 de la Ley de Salud de 

Andalucía postulada en el Anteproyecto de Ley:  

 

“l. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación 

vigente en materia sanitaria para el conjunto del 

Sistema Nacional de Salud español, son titulares de los 

derechos que esta Ley y la restante normativa reguladora 

del Sistema Sanitario Público de Andalucía 

efectivamente defina y reconozca como tales, los 

siguientes: 

a) Todas las personas que tengan vecindad 

administrativa en el territorio de la Comunidad 

Autónoma de Andalucía, en los términos previstos en la 

legislación sanitaria básica del Estado y en la Ley 

Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y 

libertades de los extranjeros en España y su integración 

social. 

b) Las personas sin vecindad administrativa en 

Andalucía que tengan establecida su residencia en el 

territorio nacional, con el alcance determinado por la 

legislación básica del Estado. 

c) Los nacionales de los Estados miembros de la 

Unión Europea, que tienen los derechos que resulten del 

derecho comunitario europeo, y de los tratados y 

convenios que se suscriban por el Estado español y les 

sean de aplicación, así como los nacionales de aquellos 

Estados no miembros de la Unión Europea que tengan 

suscritos con el Estado Español tratados y convenios en 

esta materia. 

d) Los nacionales de Estados no pertenecientes a 

la Unión Europea, en los términos que les reconozcan 

las leyes, los tratados y convenios suscritos. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 

3.ter de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, en materia de 

asistencia sanitaria a extranjeros, aquellos 

extranjeros no registrados ni autorizados como 

residentes en España, con vecindad administrativa en 

Andalucía, con carencia material severa de acuerdo con 

el indicador AROPE, y que, en el marco de la legislación 

básica del Estado en materia sanitaria carecieran del 

derecho a la cobertura sanitaria del Sistema Nacional 

de Salud por cualquiera de las vías legalmente 
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establecidas al efecto, serán atendidos por el Sistema 

Sanitario Público de Andalucía, en las mismas 

condiciones asistenciales que los definidos en el 

apartado 1. 

A tal efecto, estas personas, que deberán estar 

empadronadas en cualquier municipio de Andalucía, 

deberán acreditar que carecen de los recursos 

económicos mínimos que se determinen, serán registradas 

en la Base de Datos de Usuarios de Andalucía y serán 

identificadas ante el Sistema por un documento 

asistencial de carácter temporal. 

La atención sanitaria de estas personas en 

Andalucía no será aplicable al resto del Sistema 

Nacional de Salud, ni a los países de la Unión Europea 

o del Espacio Económico Europeo o Suiza, ni a cualquier 

otro aunque tuvieran convenios o tratados en materia de 

asistencia sanitaria de la Seguridad Social con el para 

hacer efectiva la atención sanitaria a las personas a 

las que se refiere el apartado 2 de este artículo." 

 

Como puede apreciarse, el alcance de los derechos 

que se confieren a las personas de los distintos 

colectivos enumerados en el apartado 1 queda fijado por 

las remisiones que se formulan a la legislación básica, 

al Derecho Comunitario Europeo, y a los tratados y 

convenios suscritos en esta materia. Siendo así, en 

principio no cabe formular objeción sobre dicho 

apartado, al menos no desde la perspectiva 

competencial. No obstante lo anterior, la expresión 

“legislación básica” (aun conociendo la interpretación 

amplia que recibe en la jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional) debería sustituirse por “normativa 

básica”. Asimismo, hay que señalar que el contenido del 

último inciso del apartado 1.c) (“así como los 

nacionales de aquellos Estados no miembros de la Unión 

Europea que tengan suscritos con el Estado Español 

tratados y convenios en esta materia”) vendría a 

solaparse con el del apartado 1.d): “Los nacionales de 

Estados no pertenecientes a la Unión Europea, en los 

términos que les reconozcan las leyes, los tratados y 

convenios suscritos” (además, debería precisarse 
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“suscritos por España”, que es lo que parece querer 

indicar el precepto). 

 

Tal y como indica el Gabinete Jurídico, “lo más 

novedoso sería en el apartado 2, al reconocérsele el 

derecho a la asistencia sanitaria por el Sistema 

Sanitario Público de Andalucía a los extranjeros no 

registrados ni autorizados como residentes en España, 

con vecindad administrativa en Andalucía”. 

 

Efectivamente, según el apartado 2, los 

extranjeros no registrados ni autorizados como 

residentes en España serán atendidos por el Sistema 

Sanitario Público de Andalucía en las mismas 

condiciones asistenciales que los definidos en el 

apartado 1. Dicha regulación contrasta con la 

establecida por la normativa básica estatal, teniendo 

en cuenta lo dispuesto en los artículos 3 y 3.ter de la 

Ley de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud.  

 

Examinando la modificación introducida por el Real 

Decreto-ley 16/2012, la sentencia del Tribunal 

Constitucional 139/2016 se refiere al siguiente esquema 

asistencial de los extranjeros sin autorización de 

residencia en España:  

 

«Por su parte, el Real Decreto-ley 16/2012 (sic) 

dispone que los extranjeros tienen derecho a la 

asistencia sanitaria en los términos previstos en la 

legislación vigente en materia sanitaria. Ello reenvía 

al artículo 3 de la Ley 16/2003 que lo vincula a la 

obtención de la condición de asegurado o beneficiario. 

Si conforme a este precepto no pudieran adquirir tal 

condición, el apartado 3 permitía que los extranjeros 

titulares de una autorización para residir en 

territorio español puedan ostentar tal condición 

siempre que acreditasen que no superaban el límite de 

ingresos determinado reglamentariamente y, conforme al 

apartado 5 “aquellas personas que no tengan la condición 

de asegurado o de beneficiario del mismo podrán obtener 

la prestación de asistencia sanitaria mediante el pago 

de la correspondiente contraprestación o cuota derivada 
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de la suscripción de un convenio especial”, regulado en 

el Real Decreto 576/2013, de 26 de julio, por el que se 

establecen los requisitos básicos del convenio especial 

de prestación de asistencia sanitaria a personas que no 

tengan la condición de aseguradas ni de beneficiarias 

del Sistema Nacional de Salud y se modifica el Real 

Decreto 1192/2012. 

 

»Tales normas se completan con el nuevo art. 3 ter, 

añadido por el art. 1.3 del Real Decreto-ley 16/2012, 

que…, bajo el título “asistencia sanitaria en 

situaciones especiales (…) contempla la asistencia a 

las embarazadas y equipara a los menores extranjeros en 

situación irregular con la de los menores españoles (lo 

que es conforme con el artículo 24 de la Convención de 

los Derechos del Niño de 1989). Por otro lado, también 

se presta asistencia en casos de enfermedad grave y 

accidente, preserva la asistencia en casos de peligro 

grave y cierto para la salud del afectado y, por tanto, 

atiende a situaciones de mayor riesgo y de más intensa 

conexión del derecho a la salud con el derecho a la 

integridad física (lo que es conforme con línea 

jurisprudencial de las SSTC 5/2000, de 14 de enero; 

119/2001, de 24 de mayo; 220/2005, de 12 de septiembre, 

y 5/2002, de 14 de enero). Las urgencias a las que se 

refiere el nuevo artículo 3 ter Ley 16/2003 se entienden 

prestadas en supuestos de riesgo grave para la salud e 

incluso para la vida, de manera que conectarían con el 

contenido mínimo que hace reconocible el mandato 

imperativo que los poderes públicos deben asegurar y 

prestar (art. 43 CE) en cualquier circunstancia a 

cualquier persona con el fin de preservar el derecho 

fundamental a la vida y la integridad física contenido 

en el artículo 15 CE.» 

 

En el análisis realizado por dicha sentencia se 

tiene en cuenta (FJ 4) que el controvertido Real 

Decreto-ley 16/2012 se refiere en su parte expositiva 

a los informes del Tribunal de Cuentas, de los que se 

desprende la necesidad de regular sin demora la 

condición de asegurado, con el fin de evitar algunas 

situaciones de prestación de asistencia sanitaria que 
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se están produciendo en la actualidad y que están 

debilitando de forma alarmante la sostenibilidad del 

Sistema Nacional de Salud. En este contexto, el Real 

Decreto-ley 16/2012 subraya que las Comunidades 

Autónomas han extendido el derecho de cobertura 

sanitaria de forma diversa y sin tener en cuenta la 

legislación europea en materia de aseguramiento, 

poniendo en riesgo la solvencia del propio Sistema 

Nacional de Salud y abocándolo a procedimientos de 

infracción por parte de la Comisión Europea (aludiendo 

al dictamen motivado 2009/2341 de la Comisión Europea). 

 

En este plano, el Gabinete Jurídico de la Junta de 

Andalucía insiste en su informe en que lo más destacado 

de la modificación proyectada es que “se estarían 

ampliando en el ordenamiento autonómico las 

prestaciones y servicios sanitarios que podrían 

percibir estas personas, aunque condicionando su 

efectividad a la no disponibilidad de unos recursos 

económicos mínimos”. El mismo informe pone de relieve 

que buena parte de las Comunidades Autónomas han 

aprobado normas similares, extendiendo la asistencia 

sanitaria gratuita a personas que no la tienen cubierta 

al amparo de lo previsto en artículo 3 de la Ley 

16/2003, incluyendo a los extranjeros residentes en sus 

respectivas Comunidades sin autorización. 

 

Aun siendo cierto que dicha ampliación se ha 

producido en otras Comunidades Autónomas, no lo es menos 

que ello ha dado lugar a una elevada conflictividad 

constitucional, que se ha trasladado también a la 

jurisdicción contencioso-administrativa, al entender el 

Gobierno de la Nación -con el aval del Consejo de 

Estado- que la ampliación de la asistencia sanitaria en 

los casos referidos es contraria a la normativa básica, 

que en este plano no actuaría como una norma de mínimos.  

 

Son diversas los argumentos que llevan a descartar 

que la modificación de la Ley 16/2003 responda a un 

mínimo común denominador establecido por el Estado, 

susceptible de mejora por las Comunidades Autónomas en 

su ámbito territorial, aunque la postura contraria, se 
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haya defendido como una posibilidad y en este sentido 

se baraja por el Consejo de Navarra en su dictamen 

17/2002, de 30 de julio, aun reconociendo que no es 

pacífica, ha sido descartada por el Consejo de Estado, 

y no se corresponde con la justificación que ofrece el 

propio Real Decreto-ley 16/2012 y los objetivos que 

éste persigue, y aun admitiendo que es igualmente 

posible extraer de la jurisprudencia constitucional una 

interpretación que identificara el núcleo esencial de 

lo básico, en estos aspectos subjetivos y objetivos del 

acceso a las prestaciones sanitarias, como 

absolutamente indisponible por las Comunidades 

Autónomas. El propio dictamen citado se hace eco, a 

este respecto, del dictamen del Consejo de Estado 

796/2012, de 12 de julio.  

 

Sobre esta problemática se ha pronunciado el 

Consejo de Estado en sus dictámenes 796/2012, de 12 de 

julio, 826/2012, de 27 de julio, y 1.362/2012, de 20 de 

diciembre, señalando ya en el primero de ellos que, en 

este caso, la norma básica en materia de sanidad “no 

tiene por función necesariamente fijar un mínimo de 

cobertura que debe ser respetado y que pueda ser 

excedido a través de la norma autonómica”. Por el 

contrario, el Consejo de Estado considera que el 

artículo 3 examinado “no tiene tal sentido, sino más 

bien el de cumplimentar la función de determinar el 

ámbito de personas con acceso a las prestaciones 

sanitarias del SNS de manera uniforme para todo el 

Estado en la línea de lo expresado por el Tribunal 

Constitucional en la sentencia antes citada” (se 

refiere el dictamen a la STC 136/2012). 

 

En esta tesitura, tras mencionar la existencia de 

disposiciones similares en otras Comunidades Autónomas, 

el informe del Gabinete cita una opinión doctrinal en 

el sentido de que los recursos de inconstitucionalidad 

y los conflictos positivos de competencia que penden 

ante el Tribunal Constitucional podrían resolverse 

previsiblemente en un sentido favorable a las 

Comunidades Autónomas, teniendo en cuenta el 
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levantamiento de la suspensión de algunas de dichas 

disposiciones acordado por el Tribunal Constitucional.  

 

Sin embargo, como ya se ha dicho en este dictamen, 

hay que partir de la premisa de que la regulación básica 

a la que nos venimos refiriendo tiene una clara 

finalidad, confesada en la parte expositiva del Real 

Decreto-ley 16/2012, y supone un giro frente a la 

anterior política de progresiva extensión de la 

asistencia sanitaria gratuita o bonificada; giro que ha 

sido reconocido y examinado por el Tribunal 

Constitucional en su sentencia 139/2016. Precisamente 

por ello fue recurrido el Real Decreto-ley 16/2012, al 

entender el Parlamento de Navarra que el legislador 

estatal incurre en un vicio de inconstitucionalidad por 

incumplir el mandato de “universalización de la 

asistencia sanitaria”, excluyendo de la misma a los 

españoles que no tienen la condición de asegurado o 

beneficiario, así como a los extranjeros sin 

autorización de residencia.  

 

La citada sentencia recuerda (FJ 8) que «la 

sostenibilidad del sistema sanitario público impone a 

los poderes públicos la necesidad de adoptar medidas de 

racionalización del gasto sanitario, necesarias en una 

situación caracterizada por una exigente reducción del 

gasto público, de manera que las administraciones 

públicas competentes tienen la obligación de distribuir 

equitativamente los recursos públicos disponibles y 

favorecer un uso racional de este Sistema” (ATC 96/2011, 

de 21 de junio, FJ 6)». Desde esta óptica, entiende que 

el giro que se imprime a la nueva regulación responde 

a una lícita opción del legislador que queda dentro del 

margen de configuración que le es propio, sin que con 

ello se vulnere el artículo 43 en relación con el 

artículo 13 de la Constitución Española (FJ 10), en el 

mismo sentido que expuso este Consejo Consultivo en su 

dictamen 575/2012. Del mismo modo, la sentencia añade 

que la regulación recurrida no contraviene lo prescrito 

sobre el contenido de la asistencia sanitaria en los 

artículos 12.1 del Pacto de derechos económicos 

sociales y culturales, 35 de la Carta de los derechos 
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fundamentales de la Unión Europea y 13 de La Carta 

Social Europea (ibídem). 

 

Por tanto, no puede ignorarse que la sentencia 

139/2016 desestima el recurso de inconstitucionalidad 

interpuesto por el Parlamento de Navarra, confirmado la 

legitimidad constitucional de la modificación 

introducida en la normativa básica, asumiendo que 

supone una restricción con respecto a la anterior 

regulación; constitucionalidad que proclama con la 

excepción referida al inciso “siempre que acrediten que 

no superan el límite de ingresos determinado 

reglamentariamente” del artículo 3.3 de la Ley 16/2003, 

en la redacción dada al mismo por el artículo 1.1 del 

Real Decreto-ley 16/2012, que se declara 

inconstitucional, pero no por motivos “sustantivos” o 

“competenciales”, sino porque la remisión a la 

disposición reglamentaria resulta incondicionada y no 

asegura la subordinación del reglamento a la norma 

legal.  

 

Por consiguiente, el Consejo Consultivo debe 

advertir que la aprobación de la modificación del 

artículo 3 de la Ley de Salud de Andalucía (al que 

remiten los artículos 6.1 y 8 del Anteproyecto de Ley) 

en los términos examinados en esta observación, 

entraría en colisión con la regulación estatal, 

legítimamente adoptada por el Estado, según el Tribunal 

Constitucional, y abocaría al Gobierno de la Nación al 

planteamiento de un recurso de inconstitucionalidad 

frente a la Ley proyectada. (CL)” 

 

 

3.- Copago sanitario 

 

Tampoco incluye finalmente el dictamen, como debería 

haber hecho, una observación al artículo 7 del Anteproyecto 

de Ley que figuraba en el texto inicialmente distribuido 

entre los miembros del Pleno para su debate y votación. Y 
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remarco lo de inicialmente porque de manera sorpresiva se 

incluye en un documento que se entrega al inicio de la 

sesión, y que suele contener únicamente las correcciones de 

errores -tal vez por si así pasaba desapercibida y sin debate 

la supresión-, que la Ponencia ha decidido suprimir de manera 

completa dicha observación -aunque el resultado del debate 

y votación haya puesto de manifiesto, en mi opinión, la falta 

de acuerdo al respecto entre las Consejeras coponentes-. 

 

Ante tal circunstancia, he defendido durante la sesión 

plenaria la necesidad de reincorporar al dictamen el 

contenido de dicha observación, la cual ponía de manifiesto 

las enormes deficiencias que presenta el artículo 7 de 

Anteproyecto de Ley, relativo a la garantía de acceso a la 

cartera de servicios del Sistema Sanitario Público de 

Andalucía, si bien reforzando tanto su argumentación, como 

la calificación de técnica legislativa (en relación con el 

primer párrafo) y técnica legislativa reforzada (en relación 

con el segundo) que se le había otorgado en un primer 

momento. 

 

El contenido de la observación suprimida por la Ponencia 

(sic) al artículo 7 era el siguiente: 

 

“10.- Artículo 7. Dispone este precepto lo siguiente: 

 

1. Con carácter general, la Comunidad Autónoma de 

Andalucía, en el marco de sus competencias y en el 

ámbito subjetivo de aplicación de esta ley, no 

establecerá sistemas de copago para las prestaciones de 
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la cartera complementaria de servicios que, en su caso, 

se pueda aprobar. 

2. En caso de que la normativa básica estatal 

prevea, para alguna de las prestaciones incluidas en la 

cartera común de servicios del Sistema Nacional de 

Salud, la aportación o el reembolso por parte de la 

persona usuaria para acceder a la misma, la Comunidad 

Autónoma de Andalucía arbitrará las medidas necesarias 

para minimizar el impacto en la población y que, en 

ningún caso, alguna persona quede excluida de una 

prestación por razones económicas. 

 

En relación con el apartado 1, referido a la 

cartera complementaria, hay que volver a insistir que 

estamos ante una norma legal y el legislador presente 

no puede vincular al legislador futuro en cuanto al 

establecimiento o no de sistemas de copago. El propio 

apartado se redacta en términos tales que relativiza lo 

que en realidad no es sino una declaración de 

intenciones sobre la gratuidad de las prestaciones “con 

carácter general”. La formulación de esta norma invita 

a reflexionar sobre la visión del copago como algo en 

sí mismo negativo, cuando el propio legislador puede 

utilizarlo para asegurar la justicia en el gasto 

público, un principio ínsito en el artículo 31.2 de la 

Constitución, del que deriva el deber de asignación 

equitativa de los recursos públicos, y la programación 

y ejecución del gasto público con sometimiento a los 

criterios de eficiencia y economía. En el mismo sentido, 

cabe señalar que copago puede concebirse en sentido 

respetuoso con la prescripción contenida en el artículo 

189 del Estatuto de Autonomía, en el que se dispone lo 

siguiente: “El gasto público de la Comunidad Autónoma 

realizará una asignación equitativa de los recursos 

disponibles en orden a la satisfacción de las 

necesidades a cubrir, teniendo en cuenta los fines 

constitucionales y estatutarios encomendados a los 

poderes públicos, así como los principios de 

estabilidad económica, eficiencia y economía que han de 

guiar su programación y ejecución. En todo caso se 

velará por la prestación de un adecuado nivel de los 

servicios públicos fundamentales y por la salvaguardia 
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de los derechos sociales y la igualdad de 

oportunidades”.  

 

Desde el punto de vista que se acaba de indicar, 

se estima innecesario o incorrectamente formulado el 

apartado 1, que supone una suerte de rehúse del copago, 

siendo así que un copago no generalizado en la cartera 

complementaria, concebido en términos de progresividad 

y justicia, puede ser un medio concurrente con otras 

fuentes de ingresos para de incorporación de nuevas 

prestaciones o para el afianzamiento y mejora de la 

calidad de las que ya se ofrecen. Los propios usuarios, 

que son los destinatarios finales del servicio público 

que se presta, podrían en teoría demandar la ampliación, 

complemento o mejora de las prestaciones que se ofrecen, 

proponiendo fórmulas de copago, ante la alternativa –

quizá no compartida por propia convicción- de acudir a 

la sanidad privada. (TL) 

 

En cuanto, al apartado 2, de nuevo estamos ante un 

ejemplo en el que el legislador parece adoptar un papel 

de estatuyente, obligando a “La Comunidad Autónoma” a 

arbitrar las medidas precisas para minimizar el impacto 

de las aportaciones o reembolsos que puedan 

establecerse en la cartera común de servicios del 

Sistema Nacional de Salud. Más allá de lo anterior, hay 

que hacer notar que la norma debe reformularse de manera 

que quede claro la naturaleza de las medidas que se 

adoptan, que como es obvio no pueden desvirtuar la norma 

básica que pueda adoptar el legislador estatal. En este 

sentido, damos por reproducida la respuesta de la 

Viceconsejería de Salud (pág. 1.440 del expediente), en 

respuesta a la observación realizada por el Gabinete 

Jurídico; respuesta sobre la pretensión y fundamento de 

la norma que debe plasmarse adecuadamente en el apartado 

que se comenta, dejando claro que tales medidas se 

adoptan respetando las competencias del Estado:  

 

“…es preciso puntualizar que el informe determina 

con buen criterio jurídico que la competencia de fijar 

los importes máximos de financiación en las carteras 

comunes complementarias y accesorias corresponde al 
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gobierno central del Estado, y por tanto corresponde al 

Estado decidir qué paga y que no debe pagar el usuario, 

en relación a estos servicios en las CCAA. Corresponde 

por tanto aclarar que el artículo 7.2 del anteproyecto 

de Ley, cuando habla de arbitrar medidas para minimizar 

el impacto en la población, no se refiere, a medidas 

que alteren la financiación de las prestaciones 

sanitarias, sino que se trata de medidas de carácter 

social y de carácter organizativo que eviten que 

determinadas personas, que tengan que efectuar 

reembolsos o tramitar reintegros de gastos, por carecer 

de los recursos necesarios para ello, abandonen los 

tratamientos prescritos por los facultativos y que son 

necesarios para su curación, mejora o recuperación 

(TLR)”. 

 

 

Efectivamente, el artículo 7 de Anteproyecto de Ley 

presenta un doble problema. De un lado, en el primer 

apartado, formula una mera declaración de intenciones -o 

mejor dicho, una declaración de no intenciones- que bien 

podría figurar en cualquier programa electoral, pero que 

casa mal con el carácter prescriptivo que debe tener un texto 

legal. Lo que expresa dicho apartado no es un mandato a los 

ciudadanos, ni un mandato siquiera al Poder Ejecutivo, sino 

un mandato al propio Poder Legislativo, es decir, un auto-

mandato, pretendiendo, como decía el texto suprimido, que el 

legislador futuro no actúe de una determinada manera: lo 

cual puede tener sentido si se incluye en una norma 

indisponible para el legislador autonómico (como pudiera ser 

la Constitución o el Estatuto de Autonomía) pero no en una 

norma que no vincula, pro futuro, a dicho Poder. Basta 

recordar a este respecto lo expresado por la STSJCV 

3429/2014, de 1 de octubre, de la Sala de lo Contencioso-
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administrativo, Sección 3ª, que precisamente anula un 

Decreto de la Comunidad Valenciana por la que se establecía 

el copago en el ámbito de los servicios sociales, y lo 

manifestado por el Tribunal Constitucional, entre otras, en 

su STC 102/2005 para comprender que lo que se contiene en 

realidad en el artículo 7.1 de este Anteproyecto de Ley no 

es más que un mandato de legislador ordinario actual a 

legislador ordinario futuro, lo cual hace que carezca de la 

mínima fuerza de obligar exigible a una norma jurídica. 

 

Por tal motivo, en mi opinión, no resultaba suficiente 

con calificar a la observación como de técnica legislativa 

simple, como si se tratara de un mero error de redacción, 

sino que debería calificarse como observación de técnica 

legislativa reforzada en cuanto supone un error de concepto 

que debe necesariamente corregirse en el Anteproyecto de 

Ley. 

 

De otro lado, en cuanto al apartado segundo, la 

observación suprimida alertaba de que la norma debía 

reformularse de manera que quedara claro la naturaleza de 

las medidas que se adoptan, que como es obvio no pueden 

desvirtuar la norma básica que pueda adoptar el legislador 

estatal, algo de lo que ya había avisado el informe del 

Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía. Sin embargo, 

aunque la Administración justifica que serán medidas 

“medidas de carácter social y de carácter organizativo”, tal 

afirmación sigue sin tener reflejo en la redacción del 
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artículo 7.2, que emplea en cambio los términos “medidas 

necesarias”; y tampoco se expresa en el precepto la 

salvaguarda de la legislación básica estatal en la materia, 

dando precisamente la sensación de que lo que se pretende es 

justo lo contrario. Por ello, no sólo resultaba ineludible 

realizar dicha observación al apartado segundo, sino que en 

mi opinión debía de ser calificada al menos como observación 

de seguridad jurídica (SJ) o incluso como observación contra 

legem (CL). 

 

 

4.- Subasta de medicamentos 

 

Siguiendo idéntico procedimiento al comentado con 

anterioridad -esto es, vía “corrección de errores”- se ha 

eliminado la calificación como observación de técnica 

legislativa reforzada a la que se realiza al artículo 13.4.h) 

del Anteproyecto de Ley (observación 11.b) del dictamen 

aprobado), que trata de la conflictiva cuestión de la subasta 

de medicamentos, pasando a ser calificada como de simple 

técnica legislativa, con los efectos de dicha rebaja que ya 

se expusieron al comienzo de este voto particular (es decir, 

la Administración autonómica va a poder mantener la redacción 

del precepto sin ninguna consecuencia). 

 

Y por esa misma vía se ha suprimido de la observación 

un párrafo (que figuraba como penúltimo de ese apartado B) 

en el texto aprobado inicialmente por la Ponencia) en el que 
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se alertaba de la posible inconstitucionalidad de los 

pretendido por la Administración autonómica en relación con 

la subasta de medicamentos. Dicho párrafo apuntaba lo 

siguiente: 

 

“El Consejo Consultivo debe hacer notar que se 

trata de una cuestión compleja, pendiente de 

pronunciamiento por el Tribunal Constitucional, de modo 

que debe valorarse el riesgo de una eventual declaración 

de inconstitucionalidad, sin perjuicio de señalar que 

el propio Tribunal Constitucional ha valorado el hecho 

de que la financiación pública de los medicamentos se 

encuentre también sometida al denominado sistema de 

precios de referencia, así como al sistema de precios 

seleccionados, y en la normativa estatal se ha apostado 

por la dispensación por principio activo, todo lo cual 

se incardina en un marco que tiende a la racionalización 

y contención del gasto en medicamentos. Esta evolución 

del sistema de selección de medicamentos a nivel estatal 

podría facilitar en un futuro una reforma que disipe el 

conflicto constitucional en esta materia” 

 

 

Pero junto con lo anterior, debe tenerse en cuenta que, 

con independencia de cuál sea el parámetro de 

constitucionalidad que adopte el Tribunal Constitucional 

para resolver la controversia generada por el Decreto-Ley 

3/2011, de 13 de diciembre, por el que se aprueban medidas 

urgentes sobre prestación farmacéutica del Sistema Sanitario 

Público de Andalucía, en relación con la selección mediante 

procedimientos de convocatoria pública (subastas) de los 

medicamentos a dispensar cuando se prescriban o indiquen por 

principio activo, y con independencia también de los efectos 

prácticos que puedan derivarse de una probable declaración 
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de inconstitucionalidad, desde la reforma de 2013 la 

normativa básica estatal, representada entonces por la Ley 

29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional de los 

medicamentos y productos sanitarios, y hoy día por el Real 

Decreto Legislativo 1/2015, de 24 de julio, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley de garantías y uso 

racional de los medicamentos y productos sanitarios, 

contiene una serie de disposiciones con la que entra 

claramente en contradicción la letra h) del artículo 13.4 

del Anteproyecto de Ley. 

 

Así, cuando la normativa básica estatal señala desde el 

año 2013 que “Las medidas tendentes a racionalizar la 

prescripción y utilización de medicamentos y productos 

sanitarios que puedan adoptar las comunidades autónomas no 

producirán diferencias en las condiciones de acceso a los 

medicamentos y productos sanitarios financiados por el 

Sistema Nacional de Salud, catálogo y precios. Dichas medidas 

de racionalización serán homogéneas para la totalidad del 

territorio español y no producirán distorsiones en el mercado 

único de medicamentos y productos sanitarios” (actualmente 

en el artículo 91.5 del Real Decreto Legislativo, 1/2015, de 

24 de julio), se está impidiendo actuaciones unilaterales de 

las Comunidades Autónomas en esta materia como la que ahora 

pretende consagrar este Anteproyecto de Ley. 

 

La consecuencia, por tanto, no puede ser otra en mi 

opinión que reputar contrario a la legislación básica estatal 
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el artículo 13.4.h) del Anteproyecto de Ley, lo que obliga 

a elevar la calificación de la observación contenida en el 

dictamen de técnica legislativa a contra legem. 

 

 

5.- Otras cuestiones menores 

 

Junto con ya señalado en los puntos anteriores, y sin 

ánimo de exhaustividad, debo dejar también constancia en 

este voto particular de algunos otros de los motivos, 

ciertamente de menor relevancia, por los que discrepo del 

dictamen aprobado por la mayoría. 

 

No comparto, por ejemplo, que se haya rebajado a la de 

simple técnica legislativa la calificación del primer 

párrafo de la observación 3, a la Exposición de Motivos, 

cuando debería haberse mantenido, tal y como figuraba en el 

texto aprobado inicialmente por la Ponencia, como 

observación de técnica legislativa reforzada. La advertencia 

que se contiene en dicha observación, en relación con el 

artículo 129.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, no va a 

referido a un mero problema de redacción, sino al 

incumplimiento de la normativa básica estatal que ha entrado 

en vigor con posterioridad a la redacción del Anteproyecto 

de Ley sometido a dictamen y que debería necesariamente 

corregirse. 
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Considero, asimismo, que no deberían haberse eliminado 

del texto aprobado por la Ponencia otras referencias en las 

que se ponía de manifiesto, una vez más, la posición de 

preeminencia más propia del estatuyente que asume en este 

Anteproyecto el legislador: en concreto en la observación 

realizada al artículo 4. 

 

Y tampoco me parece acertado que no figure en el 

dictamen la observación que inicialmente se hacía al artículo 

10, que fue suprimida por la misma vía de corrección 

comentada con anterioridad, y que era del siguiente tenor: 

 

 “12.- Artículo 10. Bajo un título que puede inducir a 

error (“financiación del Sistema Sanitario Público de 

Andalucía”) se dispone que “el Presupuesto de la 

Comunidad Autónoma de Andalucía se dotará de la 

financiación necesaria y suficiente, para que el SSPA 

pueda llevar a cabo las actuaciones que tiene 

encomendadas por esta ley y el resto del ordenamiento 

jurídico”, de acuerdo con los principios que informan 

la misma”.  

 

Va de suyo que el funcionamiento del Sistema 

Sanitario exige que se incorporen los créditos 

necesarios para financiar los programas de gasto en 

este ámbito; pero el artículo carece de toda 

virtualidad, sin que pueda entenderse que se trata de 

una norma con concreta eficacia vinculante para la Ley 

del Presupuesto de la Comunidad Autónoma, que es una 

disposición con el mismo rango que la proyectada y 

cumple una función específica derivada del bloque de la 

constitucionalidad. En este sentido, se recuerda que el 

artículo 190.1 del Estatuto de Autonomía establece que 

“corresponde al Consejo de Gobierno la elaboración y 

ejecución del presupuesto de la Comunidad Autónoma y al 

Parlamento su examen, enmienda, aprobación y control”, 
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añadiendo que “toda proposición o enmienda que suponga 

un aumento de los créditos o disminución de los ingresos 

presupuestarios requerirá la conformidad del Consejo de 

Gobierno para su tramitación”. Como se indica en el 

dictamen de este Consejo Consultivo 672/2016, entre 

otros muchos, la Ley del Presupuesto cumple una función 

institucional específica y constituye un instrumento al 

servicio de la política económica del Gobierno (FJ 2 de 

la STC 27/1981), al que compete su elaboración, sin que 

puedan presentarse proposiciones de Ley del 

Presupuesto; función que se traduce en las 

peculiaridades que presenta su tramitación 

parlamentaria… y que conllevan destacadas restricciones 

a las facultades del órgano legislativo en relación con 

la tramitación de otros proyectos o proposiciones de 

Ley. Siendo así se aconseja la supresión de un precepto 

que sólo podría servir para crear confusión, o al menos 

su reformulación de acuerdo con lo indicado. (TL)” 

 

 

En definitiva, como se desprende del contenido de este 

voto particular, el texto aprobado inicialmente por la 

Ponencia se ha visto notablemente desnaturalizado en el 

dictamen aprobado por la mayoría. Y si bien es cierto que, 

en mi opinión, hubiese estado justificada puntualmente algún 

tipo de simplificación para evitar reiteraciones o hubiese 

sido conveniente realizar, en ocasiones, un reforzamiento de 

los argumentos expuestos y de la calificación de las 

observaciones, lo cierto es que daba clara respuesta a todas 

y cada una de las controversias jurídicas que han suscitado 

profundo debate a lo largo de la tramitación del expediente 

de elaboración de la norma. 

 

Ahora, sin embargo, nada o muy poco se dice al respecto 

en el dictamen, dejando, en consecuencia, vía libre a la 
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Administración autonómica para mantener la redacción del 

Anteproyecto casi en sus mismos términos, pese a los graves 

problemas jurídicos que como he tratado de demostrar en este 

voto particular presenta. 

 

 

 

Granada, 18 de noviembre de 2016 

 

 

Francisco J. Gutiérrez Rodríguez 
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